	Fecha
	28 de octubre de 1963
	Sesión número
	60

	Motivo: Amparo

	Recurrente: MIRIAM MIRANDA QUESADA

	Recurrido: GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE SAN JOSE

	Objeto del recurso: Alega la recurrente que un inspector de la Gobernación de la Provincia, acompañado de Guardias Fiscales procedió a sellar su casa de habitación donde habita yo con su esposo, su mamá y seis hijos. Que no tiene negocios de ninguna especie. Alega violación del artículo 24 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que se trata del cierre de un negocio que estaba operando al margen de la ley, ya que no tenía patente municipal y en el cual se llevaban a cabo prácticas de lenocinio contrarias a la moral.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. De conformidad con lo dispuesto en los incisos d) y e) del artículo 3 de la Ley de Amparo.  Contra lo resuelto por la Municipalidad de San José, debidamente notificado a la recurrente, no se interpuso el correspondiente recurso de apelación para ante el Juez Civil respectivo. Adicionalmente, el recurso fue presentado extemporáneamente.


N° 60
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día veintiocho de octubre de mil novecientos sesenta y tres, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Ramírez, Calzada, Ávila, Bejarano, Jacobo, Soto, Trejos, Sanabria, Fernández, Jiménez, Jugo, Coto y del suplemente Guido Matamoros. 

Artículo IX
Se conoció del recurso de Amparo establecido por Miriam Miranda Quesada contra el señor Gobernador de la Provincia de San José, en el cual la recurrente alega: “1.- El día 7 de octubre del presente año, como a eso de las cuatro de la tarde se presentó el señor Carmelo Mora, como inspector de la Gobernación de la Provincia, acompañado de cinco personas que dijeron eran Guardias Fiscales y empleados de la Municipalidad, y procedió a sellar mi casa de habitación donde habito yo con mi esposo, mi mamá y seis hijos. 2.- Para sellar este señor Carmelo Mora, procedió a meterse por la fuerza a mi casa y selló los cuartos, teniendo que sacar las camas y demás enseres personales a los pasillos, donde anoche tuvimos que dormir.  He inquirido en la Gobernación si existe algún expediente en contra mía o la razón por la cual se me sella mi casa de habitación, ya que no tengo negocios de ninguna especie y vivo con mi familia.- 3.- El artículo 24 de la Constitución Política, garantiza mi derecho a que ningún funcionario público entre a mi casa, y mucho menos sellarla, no pudiendo ser allanadas sin orden escrita de Juez.”

El señor Gobernador, dentro del término respectivo, rindió su informe así: “Conforme podrá evidenciarlo del expediente que me permito acompañar, con fecha mayo de 1963 esta señora solicitó una patente de pensión familiar (documento No. 1). Solicité de inmediato, siguiendo los trámites de rigor, el informe previo de un inspector de establecimientos comerciales y espectáculos públicos, obteniendo como respuesta que ya ese negocio estaba funcionando, habiéndose comprobado que en el mismo se alquilar cuartos por ratos para fines contrarios a la moral (ejercicio de prostitución (documento No.2).  Con vista en tal informe esta Gobernación dictó la resolución de 9 horas del 5 de junio de 1963 en la cual se rechazó la petición de la interesada, haciéndole saber su derecho de apelar de tal resolución (documento No. 3).  Esta resolución de mi despacho le fue comunicada a la interesada el 6 de junio de 1963 (documentos Nos. 4 y 5).  La señora Miranda apeló de la referida resolución según consta del documento No. 6 que se acompaña. El recurso fue admitido y la Corporación Municipal mediante Acuerdo No.4, Artículo III de sesión No. 96 de 13 de junio del corriente año confirmó lo resuelto por la Gobernación (documento No. 10).   Con fecha 14 de setiembre próximo pasado, recibí comunicación de un inspector de establecimientos comerciales de que dicha señora Miranda seguía operando en esa casa de pensión sin contar con patente para tal fin, constatándose la entrada y salida de parejas tanto en horas del día como de la noche (documento No. 1).  En vista de lo anterior, le envié nueva comunicación a la señora, apercibiéndola de que no podía seguir operando el negocio de pensión ya que carecía de la patente de rigor por cuanto usaba es casa para prácticas prohibidas por la ley (lenocinio) (documento No. 12).  Ante nueva gestión de la interesada (documento No. 13) le envié un nuevo apercibimiento al respecto según puede verse del documento No. 14 que se acompaña.  Se trata en el presente caso de un funcionamiento ilegal de un negocio que carece de la patente municipal correspondiente y al ordenar el cierre del mismo no hice más que cumplir con lo establecido por el artículo 42 de la ley de Hacienda Municipal No. 180 de 28 de agosto de 1923 que establece en lo conducente que los establecimientos que no están al día en sus patentes o impuestos pueden ser cerrados por las autoridades de policía. Asimismo actué conforme a lo establecido por el artículo 50 de las Ordenanzas Municipales que me obligan a cuidar por la tranquilidad, el buen orden y cumplimiento de las resoluciones del Poder Ejecutivo, leyes, decretos, etc.  Quiero observar al señor Secretario de la Corte que la resolución de esta Gobernación denegando la patente a la interesada se dictó en junio de 1963 y que tal resolución fue confirmada por la Municipalidad ese mismo mes.  No obstante lo anterior, la señora Miranda siguió incumpliendo con lo resuelto y trabajando en un negocio al margen de la ley.  No usó de las facultades que le otorga la ley de Organización Municipal en sus artículos 7 y 10 y concordantes (ley No. 11 de 10 de setiembre de 1925), cuales son las de recurrir a un Juez Civil de lo resuelto por la Municipalidad.  Por consiguiente el presente recurso no procede en conformidad con el artículo 3° inciso d) de la Ley de Amparo.  No se trata en la especie de violación en lo más mínimo de lo que establece el artículo 23 de la Constitución Política, ya que se trata conforme queda plenamente comprobado en el expediente que acompaño, del cierre de un negocio que estaba operando al margen de la ley, ya que no tenía patente municipal y en el cual se llevaban a cabo prácticas contrarias a la moral.”

Previa deliberación, se dispuso declarar improcedente el recurso, a tenor de lo dispuesto en los incisos d) y e) del artículo 3 de la ley de la materia.  En efecto, contra lo resuelto por la Municipalidad de San José en su artículo 3° de la sesión número 96 de 13 de junio último, que le fue notificado a la recurrente el 23 de setiembre próximo pasado, no se interpuso el correspondiente recurso de apelación para ante el Juez Civil respectivo, conforme a lo dispuesto en el artículo 10 de la ley de Organización Municipal, y sus reformas, en especial la establecida en ley 1401 de 6 de diciembre de 1951. Ese solo motivo sería suficiente para declarar sin lugar la demanda de amparo, pero además, la misma fue presentada extemporáneamente, ya que lo fue el ocho de octubre, quejándose de una resolución que le había sido notificada desde el 23 de setiembre, es decir, quince días naturales antes.
